EXP:   96-000204-177-CA   
RES:   000019-F-2000 
                        SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las quince horas treinta minutos del doce de enero del dos mil. 
                        Proceso contencioso administrativo -especial tributario- establecido en el Tribunal Superior de la materia, Sección Segunda, por Kativo Costa Rica S.A. , representado por su Gerente General, Mauricio Vargas Arrea, Administrador de Empresas contra El Estado , representado por el Procurador de Asuntos Internacionales al Dr. Luis Antonio Sobrado González. Figura, además, el apoderado especial judicial de la parte actora el Lic. Eric Thompson Chacón. Todas las personas físicas son mayores de edad, casados y vecinos de San José; y, con la excepción antes dicha abogados. 
                                                               RESULTANDO: 
                          1º.- Con base en los hechos que expuso y disposiciones legales que citó el representante de la parte actora planteo proceso especial tributario, cuya cuantía se fijó en inestimable, a fin de que en sentencia se declare: " 1. Que la resolución Número 58/96 de catorce horas treinta minutos del diecisiete de abril de 1996 de la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo de las horas del de 1996, en cuanto confirma la resolución Número 001739 del 20 de octubre de 1995 de la Dirección General de la Tributación Directa, es nula por contraria a derecho. 2. Que los montos pagados por concepto de impuesto de ventas en las compras de empaques para las mercancías que comercializamos constituyen crédito fiscal aplicable en la determinación del Impuesto de Ventas que debe cancelar mi representada, en lugar de un simple costo o gasto. 3. Que el Estado deberá devolver a mi representada cualquier suma que con motivo de la resolución impugnada se vea obligada a pagar junto con los interés le de ley. 4. Que el Estado, en caso de oposición a la presente demanda, debe pagar ambas costas de la acción.". 
                        2º.-   La representación estatal contestó negativamente la demanda y opuso la excepción de falta de derecho. 
                          3º.-   El Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Segunda,integrada por los Jueces Superiores licenciados Miriam Anchía Paniagua, Juan Carlos Castro Loría, Federico Chinchilla Mora, en sentencia dictada a las 15:10 horas del 30 de julio de 1998, resolvió: "Se acoge la defensa de falta de derecho. Se declara improcedente la demanda. Se exime a la actora del pago de ambas costas.". 
                        4º.-   El apoderado especial judicial de la actora formuló recurso de casación por el fondo, por considerar infringidos los artículos 10 del Código Civil, 2, 98, inciso 4 y 99 del Código Procesal Civil, 5, 6 7, 8, 61 y 62 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, 1, 14 y 16 de la Ley de Impuesto General sobre las Ventas, 1 incisos 9) y 18) del Reglamento de la Ley del Impuesto General sobre Venta, y 11 y 121, incisos 13 de la Constitución Política. 
                        5º.-   La vista de asunto se celebró a las 14:00 horas del 10 de febrero de 1999, oportunidad que hicieron uso de la palabra los licenciados Erick Tompson Chacón apoderado especial judicial de la actora, y, Omar Rivera Mesén, representante del Estado. 
                        6º.-   En los procedimientos se han observado las prescripciones legales. 
                        Redacta el Magistrado Rivas Loáiciga , y;. 
                                                            CONSIDERANDO: 
                        I.- Kativo de Costa Rica S.A., empresa dedicada a la comercialización de pinturas, formuló consulta a la Administración Tributaria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 119 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Concretamente, la actora solicitó el criterio de Tributación con relación al tratamiento que debe darse al impuesto sobre las ventas que paga en las compras de material de empaque que utiliza para la comercialización de pinturas (envases, etiquetas, cajas de cartón, etc.). En su opinión, el impuesto de ventas pagado por el material de empaque constituye un crédito fiscal a su favor. Mediante resolución No. 017-95-V, del 20 de octubre de 1995, la Dirección General de Tributación Directa, rechazó la interpretación de la empresa actora, indicándole que la actividad que ella realiza es netamente comercial (distribuye, promociona y mercadea pintura); por consiguiente, al no realizar ningún proceso de transformación física, química o mecánica de la pintura, no puede ser considerada de producción o industrial. De manera tal que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 del Reglamento a la Ley del Impuesto General sobre las Ventas, el impuesto de ventas que paga por el material de empaque no constituye un crédito fiscal, sino que debe computarse como gasto de ventas. Disconforme con lo resuelto, el representante legal de la actora interpuso recurso de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo. La Sección Primera de dicho Tribunal, mediante resolución No. 58-96 de las 14:30 horas del 17 de abril de 1996, confirmó lo resuelto por la Dirección General de Tributación Directa. Al efecto, estimó, entre otras cosas, que el concepto de "incorporación en la producción" que contiene el artículo 1 inciso 9) del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre las Ventas, debe entenderse en el contexto de lo dispuesto en el artículo 21 del mismo reglamento, es decir, relacionado con empresas cuyas actividades son de producción, fabricación o industrialización, donde se den procesos de transformación física, química o mecánica del producto. No conforme con lo resuelto en sede administrativa, la empresa actora traslado el asunto a la sede jurisdiccional. La Sección Segunda del Tribunal Contencioso Administrativo, confirmó la tesis sostenida por la Administración Tributaria, mediante sentencia No. 306-98, de 30 de julio de 1998. 
                        II.- El apoderado de la parte actora interpone ante esta Sala recurso de casación por el fondo. Al respecto, alega violaciones directas e indirectas de ley. Tocante a las primeras cita como conculcados los artículos 10 del Código Civil, 2, 98, inciso 4 y 99 del Código Procesal Civil, 5, 6, 7, 8, 61 y 62 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, 1º, 14 y 16 de la Ley del Impuesto General sobre las Ventas, 1º incisos 9) y 18) del Reglamento de la Ley del Impuesto General sobre Venta, y 11 y 121, inciso 13 de la Constitución Política. En cuanto al quebranto legal indirecto, alega errores de derecho. 
                        III.- El error de derecho estriba en otorgar a las pruebas un valor legalmente indebido, o negarles el propio. Cuando se alega error de derecho, es necesario indicar las normas infringidas concernientes al valor de los elementos probatorios apreciados erróneamente y las infringidas en cuanto al fondo, como consecuencia de los errores de apreciación reclamados. Asimismo ha de señalarse con igual rigor, cuáles fueron las pruebas mal apreciadas y en que consisten los yerros cometidos (artículos 595 inciso 3º y 596 del Código Procesal Civil. En concordancia con lo expuesto, la jurisprudencia de esta Sala ha reputado improcedente el recurso cuando se alega error de derecho en la apreciación de las pruebas sin concretarse en que consiste. Dicho en otros términos, la afirmación abstracta del recurrente en torno a la supuesta mala interpretación de la prueba, sin indicar ni demostrar cuáles son esas pruebas y en que consiste la predicada interpretación indebida, torna inatendible el recurso. En la especie el recurrente no indica del todo, cuáles fueron las pruebas mal apreciadas y en que consisten los yerros cometidos. En razón de ello, el recurso debe rechazarse por informal, en el aspecto de comentario. 
                        IV.-   A parte de lo relativo a los errores de derecho aludidos, toda la censura que se hace al fallo en este recurso, se sustenta y resume en un pretendido error que al decir del recurrente se cometió en la inteligencia con que se aplicó al caso el texto del artículo 14 de la Ley del Impuesto General sobre Ventas. La cuestión, de este modo, se contrae a examinar, por imperativo de los términos del recurso, si se dio o no un yerro hermenéutico, pues sobre el tópico fáctico no hay disputa. Dentro de este propósito, se impone en primer término transcribir, en lo que interesa, el texto de dicho artículo: "...El crédito fiscal se establece sumando el impuesto realmente pagado por el contribuyente sobre las compras, importaciones o "internaciones" que realice durante el mes correspondiente. El crédito fiscal procede en el caso de adquisición de mercaderías que se incorporen físicamente en la elaboración de bienes exentos del pago de este impuesto, así como sobre la maquinaria y equipo que se destinen directamente para producir los bienes indicados . Asimismo, el crédito fiscal se otorgará sobre la adquisición de mercancías que se incorporen físicamente en la producción de bienes que se exporten exentas o no del pago de este impuesto" (Los destacados no son del original). La tesis del casacionista se dirige a sostener que la frase primera del citado texto constituye la regla técnica general y sin restricciones, en cuanto al crédito fiscal por impuesto pagado en las compras que realice el contribuyente. Las frases siguientes, manifiesta el recurrente, que hacen referencia a la "elaboración de bienes exentos" y a la "producción que se exporten exentas o no del pago de este impuesto", constituyen de suyo casos especiales con cierta restricción conceptual, en comparación con la amplia facultad de acreditación genérica para el contribuyente que no se encuentra en dichos casos especiales. Así el error del Tribunal, según criterio del casacionista, estriba en requerir la presencia ineludible de una actividad de producción o industrial para el reconocimiento del crédito fiscal en las compras de materiales de empaque, como si se estuviera ante uno de los casos especiales antes descritos. Esta tesis, rebatida por las oficinas administrativas y desestimada por el Tribunal Superior, tampoco la comparte esta Sala. 
                        V.- La primera frase del párrafo tercero del artículo 14 de la Ley de Impuesto General sobre las Ventas lo que hace es, únicamente, definir el procedimiento para establecer el crédito fiscal, no una "regla técnica general", como lo sostiene el recurrente. El resto del párrafo establece los supuestos en que procede su aplicación. Según éstos es requisito indispensable para obtener el crédito fiscal que se dé la incorporación física de las mercancías adquiridas en la elaboración o producción de bienes. Incorporar es "agregar, unir dos o más cosas para que se hagan un todo y un cuerpo entre sí" (Diccionario de la Lengua Española, 20º Edición, Tomo 11, 1984, 764). Es claro que la "incorporación" únicamente se puede dar en procesos de fabricación o industrialización, en que se de un proceso de transformación física, química o mecánica, como bien estableció la Administración Tributaria. Jamás podría hablarse de "incorporación física" en etapas de mera comercialización o distribución de un bien, tal y como sucede en la especie, en que la actora se limita a comercializar productos terminados, a saber pintura. La normativa reglamentaria que en desarrollo de esa ley se emitió, confirma este criterio: "El crédito fiscal es la suma del impuesto determinado en las facturas de compras o documentos equivalentes, debidamente registrados y timbrados por la Dependencia, así como el determinado en las pólizas o formularios aduaneros, que el contribuyente haya pagado en la adquisición de mercancías o servicios gravados que destine a la venta, así como el de materias primas, insumos, maquinaria y equipo, incorporados o utilizados físicamente en la producción de mercancías o servicios gravados..." (Artículo 21 Reglamento de la Ley de Impuesto General sobre Ventas. El destacado no es del original). "Los productores exclusivos de mercancías cuya venta está exenta del pago del impuesto, deben solicitar su inscripción como declarantes del tributo, a fin de tener derecho a utilizar el crédito de impuesto correspondiente, facturado por separado de los precios de adquisición de mercancías incorporadas físicamente en la elaboración de aquellos bienes, así como el referente, en su caso, a la maquinaria y equipo utilizados directa y exclusivamente en la confección de dichos bienes" (Artículo 9 del Reglamento de la Ley de Impuesto General sobre Ventas. El destacado no es del original). Por su parte, el inciso 9) del artículo 1º del Reglamento de la Ley de Impuesto General sobre Ventas define incorporación así: "Es la unión, mezcla o combinación de dos o más mercancías que dan origen a otro producto de características diferentes; se incorporan en la producción las materias primas y productos intermedios". Síguese de todo lo expuesto, que tanto por su sentido intrínseco, como por su desarrollo reglamentario, la interpretación que se dio al artículo 14 de la Ley de Impuesto sobre las Ventas, no fue equivocada, con lo que no hay mérito para afirmar el quebranto de esa norma, ni del resto aludidas por el casacionista. 
                        VI.- Los tribunales en materia contencioso administrativa, según la lectura integral de los numerales 7 de la Constitución Política, 6 de la Ley General de la Administración Pública, 2 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y 8 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tienen la obligación de desaplicar normas infralegales que de manera manifiesta e incuestionable atenten contra lo estipulado por la ley formal y, consecuentemente violen el principio de legalidad. La segunda parte de la definición de "incorporación" que hace el inciso 9), artículo 1º del Reglamento citado, hace extensiva la "incorporación" a "...envases o empaques que se utilicen directamente en el producto por razones de presentación, conservación o higiene", esta disposición evidentemente se excede en los límites fijados por la Ley de Impuesto General sobre Ventas, la cual refiere al correcto sentido del concepto de incorporación física. Un envase o una etiqueta desde ninguna lógica podría entenderse "incorporado" en un producto. Consecuentemente, la Administración Pública se extralimitó en el uso de su potestad reglamentaria, y por lo tanto resulta inaplicable el inciso 9) del artículo 1º del Reglamento aludido, en los términos que pretende el casacionista. 
                        VII.- Como corolario de lo que queda expuesto, se impone declarar sin lugar este recurso, con las costas a cargo del recurrente. 
                                                                 POR TANTO: 
                        Se declara sin lugar el recurso, con sus costas a cargo de la parte recurrente. 
                                                     Rodrigo Montenegro Trejos 
Ricardo Zamora Carvajal                                                                                  Hugo Picado Odio 
Ricardo Zeledón Zeledón                                                                         Luis Guillermo Rivas L. 
